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Corresponde a la Sala, desatar el recurso de apelación interpuesto por el sentenciado EVELIO ANTONIO MONTOYA LÓPEZ contra el auto interlocutorio proferido por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el día cuatro (04) de mayo de dos mil cinco (2005), mediante el cual se le negó el sustituto de la prisión domiciliaria.  

1.- PROVIDENCIA 

El juzgado del conocimiento, despachó desfavorablemente el pedimento del interno, basado fundamentalmente en que no era el señor MONTOYA LÓPEZ candidato elegible para tal sustituto, porque a pesar de tener la condición de padre cabeza de familia, posee antecedentes con lo cual en aplicación del inciso 3º del artículo 1º de la ley 750 de 2002, no podía ser beneficiado con el sustituto; de igual manera, porque su desempeño personal dejaba mucho que desear por ser persona que tenía dificultad para respetar las normas jurídicas, habida cuenta de registrar dos condenas y tratarse de una persona de veinticuatro (24) años de edad.

Resalta la providencia, el tipo de ilícito por el cual estuvo anteriormente privado de la libertad (asaltar a un conductor de servicio público mediante el uso de arma de fuego), con lo cual se puso en peligro su vida y no verse arrepentimiento o deseo de enmendar su proceder al persistir en vulnerar las normas penales. 

Concluye que no se puede deducir seria, motivada y fundadamente que el recluso no constituirá un peligro para la comunidad y se hace necesario cumplir las funciones de la pena en la prevención general y retribución justa.

2.- RECURSO 

Manifiesta el impugnante no entender la razón para que se le niegue la libertad condicional y la prisión domiciliaria, si desde hacía cuatro (4) años no había tenido problemas con la justicia. Aduce que tiene una niña de diez (10) meses que necesita del calor del padre y se ve muy afectada sin su presencia. 

Señala cumplir con los requisitos del artículo 38 del Código Penal en vista de ser su pena inferior a los cinco (5) años. También pide la suspensión condicional de la ejecución de la pena, por cumplir también las exigencias al respecto.

3.- Para resolver, SE CONSIDERA 

Con relación a la prisión domiciliaria, debemos recordar que el Código Penal la instituyó como sustitutiva de la de privación formal de la libertad, consistente en la posibilidad de que la ejecución de la sanción se cumpla en el lugar de residencia del sentenciado o en el lugar que el Juez determine, siempre que se llenen dos requisitos: objetivo
 y subjetivo.
 

De presentarse el cumplimiento del aspecto objetivo, se debe efectuar un juicio de suposición para determinar si el  sentenciado  pondrá o no en peligro a la comunidad o evadirá el cumplimiento de la pena. Esa deducción debe ser seria, motivada y fundada.

En el caso particular, lo objetivo se cumple a cabalidad al estar la pena en el rango correspondiente. Empero, se necesita realizar un estudio más profundo en lo que atañe con el factor subjetivo, veamos:

No pueden pasar desapercibidas para la Sala las connotaciones particulares del caso a estudio, donde una persona joven ha elegido el sendero errado como medio de proveer su sustento a pesar de su corta edad, en especial por cuanto ya fue objeto de sanción aflictiva, razón de más para abstenerse de quebrantar el ordenamiento jurídico con su accionar delictivo.

EVELIO ANTONIO, más que otras personas nóveles en la actividad delincuencial conocía perfectamente las consecuencias de su accionar contrario a la ley, sin embargo, la mera prohibición legal no fue suficiente para hacerlo desistir de su accionar.

En esas condiciones, no es posible pronosticar un comportamiento acorde con las exigencias de la comunidad, que entre otras, merece que personas con tales convicciones sean alejadas de su seno en tanto, reciben el tratamiento carcelario que las haga recapacitar sobre las consecuencias de sus actos, sin que se vea factible la concesión del sustituto de la prisión domiciliaria y por consiguiente, debe purgar su condena en el interior del establecimiento carcelario.

En lo que se refiere a su condición de padre cabeza de familia, su hija no está desprotegida y cuenta con su madre, que a pesar de ser persona también muy joven (16 años), puede proveer lo necesario para su sustento en tanto su padre paga su deuda con la sociedad. No obstante lo anterior, razón asiste al juzgado de primer grado al considerar que si una persona reúne las exigencias que lo acrediten como padre cabeza de familia, la circunstancia de haber sido objeto de sentencia condenatoria lo excluye de la posibilidad de acceder al sustituto, de conformidad con lo preceptuado en la misma ley 750 de 2002.

En resumen, no es procedente concederle al interno el sustituto de la prisión domiciliaria y por tanto, la decisión revisada merece confirmación integral.

En lo que toca con la suspensión condicional de la ejecución de la pena, fue asunto tratado en la sentencia y no aparece oportuno insistir en esta etapa en el mismo, porque además, es aspecto que no fue planteado al juzgado de instancia y en esas condiciones no es dable a la Sala pronunciarse al respecto.

4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la decisión interlocutoria proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira y que ha sido objeto de revisión en virtud de la apelación interpuesta. 

COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      

  VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LOPEZ

Secretaria de la Sala
� Que la sentencia se haya impuesto por conducta punible cuya pena mínima prevista en la ley sea de cinco (5) años de prisión, o menos.


� Que el desempeño personal, laboral, familiar o social del sentenciado permita al operador jurídico deducir seria, fundada y motivadamente que no pondrá en peligro a la comunidad y que no evadirá el cumplimiento de la pena.
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